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SALA DE CASACIÓN SOCIAL

ACCIDENTAL

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO


El ciudadano JACINTO GARCÍA, representado por la abogada Nieves Bautista Díaz Durán, demandó por cobro de prestaciones sociales a la empresa SANTA FE DRILLING VENEZUELA C.A. (PERFORACIONES PETROLERAS SANTA FE S.A.), representada por los abogados Rafael Pérez Anzola, Rafael Pérez Anzola hijo y Amarelis Martínez G., por ante el Juzgado Primero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el cual declaró con lugar la demanda.

 


EL Juzgado Superior Sexto del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, conociendo por apelación de la parte demandada, dictó sentencia definitiva en fecha 20 mayo 1998, confirmando el fallo del a-quo.


Anunciado recurso de casación por la parte demandada, fue admitido y formalizado oportunamente. Hubo impugnación por la parte actora, la que consignó también posteriormente, un escrito de ampliación de aquélla, el cual por extemporáneo, se tendrá como no presentado.


Por auto de fecha 13 de enero de 2000, la Sala de Casación Civil declinó la competencia para decidir el presente asunto en esta Sala de Casación Social, a la cual corresponde en razón de la materia, en conformidad con lo dispuesto en el nuevo texto constitucional.

 

Recibido el expediente se dio cuenta en Sala en fecha 26 de enero de 2000. En fecha 28 de enero de 2000, el Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta ratificó la inhibición que había manifestado ante la antigua Sala de Casación Civil, por lo cual se convocó al Conjuez Dr. César Bustamante Pulido, quien pasó a integrar la Sala Accidental, con el Presidente, Dr. Omar Alfredo Mora Díaz, con el Vicepresidente, Magistrado Dr. Juan Rafael Perdomo, designado ponente, y con la Secretaria Dra. Birma Isabel Trejo de Romero.
Cumplidos los trámites de sustanciación, siendo la oportunidad para decidir, lo hace esta Sala, previas las siguientes consideraciones: 

 

 

PUNTO PREVIO


Insiste  el impugnante, prolijamente, en rechazar la representación que se atribuye el apoderado que formaliza, aduciendo que para la fecha en que fue propuesta la demanda, la persona que otorgó el mandato en nombre de la empresa demandada, ya no era su representante legal autorizado para ello, por lo que en su criterio, ha de entenderse que la sociedad demandada no expresó legítimamente su voluntad al respecto.


Ahora bien, puesto que resulta evidente la inconsistencia de tal argumento, dado que como es sabido, la caducidad de la representación que ostentan los directivos de las sociedades, en modo alguno anula los actos ejecutados dentro de los límites de sus facultades mientras ejercían dicha representación, resulta igualmente obvia la improcedencia de la citada impugnación del mandato, y así se declara.

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD
 


Con base en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, y en el ordinal 2º del artículo 317 eiusdem, se denuncia en los Capítulos 2 y 3 del escrito de formalización, la infracción del ordinal 4º del artículo 243, en concordancia con los artículos 244 y 12, todos de ese mismo Código, por ausencia en la recurrida de los motivos de hecho y de derecho de la decisión, en cuanto a los pagos que ella acuerda por concepto de cuatro meses de utilidades y 120 días de preaviso.

 


La Sala observa:



No obstante la doctrina  ya reiterada de la Sala en cuanto al acatamiento de la orden constitucional de evitar reposiciones inútiles, y según las razones que se exponen a continuación, aprecia la Sala que los defectos formales denunciados impiden el debido control de la legalidad del fallo, así como la justa resolución de la controversia con garantía suficiente para ambas partes.

 


En efecto, conforme exponen las denuncias bajo examen, el actor solicita en el libelo el pago de cuatro meses por concepto de utilidades, con base en lo que establecen los artículos 146, 174 y 179 de la Ley Orgánica del Trabajo, y el pago de 120 días de preaviso, con base en lo establecido en los artículos  104, 125 y 126 eiusdem, pedimentos esos respecto de los cuales, luego de reseñar que la demandada negó la existencia de la relación laboral alegada y rechazó pormenorizadamente los mismos en su contestación, la recurrida concluye:

 

“En tal sentido observa esta Alzada, que la defensa esgrimida por la parte demandada mediante su escrito de contestación a la demanda interpuesto por su defensor Ad-Litem abogado YOER MENESES VIVENES, el cual cursa a los folios 142 y 143 de la pieza N° 1 de este expediente, tiene como eje central, la negación de la existencia del vínculo de trabajo alegado por el accionante en su libelo de demanda y de tal circunstancia hizo depender la posterior negativa de cada uno de los hechos señalados por el actor y que fundamentan su acción, así como cada uno de los conceptos laborales y montos reclamados, todo lo cual implica que la carga probatoria se colocó del lado de la parte demandante, a quien le correspondía demostrar la existencia de la relación de trabajo y con el sólo hecho de quedar tal circunstancia comprobada, se tendrían como ciertos todos los demás hechos invocados por el trabajador constitutivos de la misma y que configuran los supuestos fácticos de los conceptos y montos accionados, a menos que la demandada hubiere logrado destruir tal presunción juris tantum, en la secuela del proceso, todo ello en conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo”.

 

“Quedó absolutamente comprobado en autos, con el conjunto de instrumentos presentados, la existencia del vínculo de trabajo alegado por el accionante y aun cuando también quedaron suficientemente demostrados otros de los hechos señalados, con ello es suficiente para estimar procedente la acción que nos ocupa, por cuanto la accionada no logró desvirtuar ninguna de las circunstancias que se presumieron admitidas por la forma en que la demandada dio contestación, en tal sentido, consecuencialmente debe tenerse como cierto, la fecha de inicio de la relación de trabajo (19 de septiembre de 1987); el horario de trabajo, el carácter de Directivo Sindical del actor (Secretario de Vigilancia); que fue despedido injustificadamente el día 24 de enero de 1995; que el sueldo base para el cálculo de las indemnizaciones es de Bs. 735.398,63 mensual; y que la demandada no cumplió con la orden de reenganche y pago de salarios caídos, emanada del Órgano Administrativo. Por consiguiente y en base a tales parámetros, reclamó el actor una serie de conceptos y cantidades, cuyo pago debió demostrar la demandada, y no constando tal circunstancia a los autos, se hace procedente la condenatoria por estar ello ajustado a derecho de todos y cada uno de los referidos conceptos y cantidades, los cuales se encuentran debidamente especificados en el libelo de demanda y que se dan íntegramente por reproducidos aquí, cuyo monto alcanza a la cantidad de Bs. 41.174.455,57, y así será condenada la demandada en el dispositivo de este fallo. Así se decide”.  

 


De acuerdo con ello, pues, la recurrida se remite a los conceptos reclamados en el libelo, los cuales transcribe y condena a pagar, sin ningún otro examen de su procedencia, salvo la mención referida de entenderlos admitidos por la forma en que se dio contestación a la demanda, respecto de lo cual, como se indicó, se incluye también la mención de haberse rechazados aquellos precisa y pormenorizadamente.



En fallo de fecha 15 de mayo de 2000, estableció esta Sala Social en cuanto al entendimiento del artículo 68 de la Ley Orgánica del Trabajo, lo siguiente:

 

“Es por lo expuesto en el párrafo anterior, que esta Sala de Casación Social debe esclarecer que la contestación de la demanda en materia laboral debe hacerse en forma clara y determinada, estableciendo cuáles de los hechos alegados por el actor se admiten y cuáles se rechazan, estando obligada la parte demandada a fundamentar el motivo del rechazo o de la admisión de los hechos.

 

Lo antes precisado, tiene su asidero en la circunstancia de que según como el accionado dé contestación a la demanda, se fijará la distribución de la carga de la prueba en el proceso laboral.

 

 

Por lo tanto, el demandado en el proceso laboral tiene la carga de probar todos aquellos alegatos nuevos que le sirvan de fundamento para rechazar las pretensiones del actor.

 

 También debe esta Sala señalar que, habrá inversión de la carga de la prueba en el proceso laboral, es decir, estará el actor eximido de probar sus alegatos, en los siguientes casos:

 

Cuando en la contestación a la demanda el accionado admita la prestación de un servicio personal aun cuando el accionado no la califique como relación laboral. (Presunción iuris tantum, establecida en el artículo 65 de la Ley Orgánica del Trabajo).

 

Cuando el demandado no rechace la existencia de la relación laboral, se invertirá la carga de la prueba en lo que se refiere a todos los restantes alegatos contenidos en el libelo que tengan conexión con la relación laboral, por lo tanto es el demandado quien deberá probar, y es en definitiva quien tiene en su poder las pruebas idóneas sobre el salario que percibía el trabajador, el tiempo de servicios, si le fueron pagadas las vacaciones, utilidades, etc.   

 

También debe esta Sala señalar con relación al mencionado artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, en lo referente a cuándo se tendrán por admitidos los hechos alegados por la parte actora, que en estos casos, se deberá aplicar la llamada confesión ficta.

 

Es decir, se tendrán por admitidos aquellos hechos alegados por la parte accionante en su libelo, que el respectivo demandado no niegue o rechace expresamente en su contestación, o cuando no haya fundamentado el motivo del rechazo, aunado al hecho de que tampoco haya aportado a los autos en la oportunidad legal, alguna prueba capaz de desvirtuar dichos alegatos del actor.

 

En otras palabras, la demandada tendrá la carga de desvirtuar en la fase probatoria, aquellos hechos sobre los cuales no hubiese realizado en la contestación el fundamentado  rechazo, de lo contrario, el sentenciador deberá tenerlos como admitidos. 

 

En virtud de todo lo anterior, esta Sala debe revisar los hechos establecidos por el sentenciador de la recurrida en su parte motiva...”.

 


A lo anterior hay que añadir que no todos los alegatos y rechazos que se expongan en la contestación, deberán recibir idéntico tratamiento, porque la adecuada o suficiente precisión en el rechazo o en la exposición de las razones y fundamentos de las defensas, en relación con la carga de la prueba o el riesgo de no aportarla, dependerá de la naturaleza y circunstancias de cada asunto y resultará del examen de las mismas que debe practicar el juzgador, tarea en la cual hará uso de las presunciones establecidas a favor del trabajador pero de la que no puede eximirse bajo el solo expediente de indicar que por efecto de declararse la existencia de la relación de trabajo  alegada, se tendrán por admitidos todos los hechos y pedimentos planteados  con fundamento y por derivación de ella, aun cuando se los hubiere rechazado expresa y precisamente y se trate de rechazos o negativas que se agotan en sí mismas, como son las opuestas a condiciones distintas o exorbitantes de las legales.


En consecuencia, se considerará motivación suficiente    aquella que aunque exigua constituya la expresión de una razón que permita el control de la legalidad del fallo, y en ese sentido se aceptará como tal la consistente en que establecida por el juez la relación de trabajo que ha sido rechazada por el empleador al contestar la demanda, se tienen como correctas en montos y procedencia, las prestaciones que legalmente derivan de la misma, salvo que el demandado haya demostrado haberlas pagado, de modo que no basta para su defensa el solo rechazo de los conceptos demandados, sino que corre a su cargo la demostración de la extinción de las obligaciones respectivas.

 


Pero en este punto es necesario distinguir entre la distribución de la carga de la prueba y los efectos de la “confesión ficta”, con su tratamiento particular en el ámbito laboral según los términos del último aparte del artículo 68 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo.


Lo primero es una consecuencia lógica de la posición de las partes en la situación de facto  respectiva, entendiéndose que es el patrono quien en términos generales debe tener y de hecho tiene a la mano los comprobantes correspondientes a los pagos que ha efectuado al trabajador y los recaudos que reflejan las condiciones en que se desarrolló la prestación de servicios, y sobre quien recae por tanto la carga de suministrar en el proceso los elementos que permitan al juez  determinar lo conducente. Lo segundo va más allá e implica la posibilidad de que habiendo sido alegados extremos de hecho y consecuencias derivadas de la prestación de servicios superiores o distintas de las previstas legalmente, se las tenga como aceptadas y se condene por ello a pagarlas. Así, por ejemplo, una vez determinada por el juez la existencia de una relación laboral de dos años, es consecuencia directa de ella el pago de las prestaciones sociales previstas en la ley para tal supuesto, y corresponde al deudor de las mismas  demostrar que fueron canceladas, sin que pueda librarse de esa carga por el solo expediente de rechazar su procedencia y monto. Pero es también posible que se hubieren alegado condiciones particulares convenidas expresa o tácitamente entre empleador y trabajador, que superen en poco o en mucho las previsiones legales como un pago de  preaviso en monto equivalente a 4 o 6 meses de salario o pago de horas extras con recargo del triple de la hora normal, pues, si ello es controvertido particularmente según las prescripciones del artículo 68 citado, esto es, no existe una situación de “confesión ficta”, deben encontrarse demostrados los extremos pertinentes y es necesario que el juez al declarar su procedencia,  exponga los fundamentos en que se apoya a esos efectos, sin perjuicio de remitir la precisa determinación de los montos respectivos, de ser necesario y procedente, a una experticia complementaria del fallo, porque de otra manera  no podría controlarse la legalidad de lo que se declara ni tendría garantía suficiente en su defensa la parte afectada por las conclusiones del juzgador.


En consecuencia, dado que la recurrida omitió el análisis y fundamentación de la procedencia de los distintos conceptos reclamados en el sentido de determinar a quién corresponde  demostrarlos según su naturaleza, entre ellos los indicados en las denuncias aquí examinadas, infringió el ordinal 4º del artículo 243 Código de Procedimiento Civil, por ausencia de los motivos de hecho y de derecho de su decisión, en concordancia con los artículos 12 y 244 eiusdem, en cuanto al deber de atenerse a lo alegado y probado en los autos y el efecto anulatorio que el último contempla. Así se declara.-


Por cuanto ha encontrado procedente un quebrantamiento de forma de los previstos en el ordinal 1º del artículo 313 Código de Procedimiento Civil, la Sala se abstiene de examinar y decidir las restantes denuncias que contiene el escrito de formalización, según lo dispuesto en el aparte cuarto del artículo 320 eiusdem.
DECISIÓN


Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social (Accidental) administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley declara CON LUGAR el presente recurso de casación, decreta la nulidad del fallo recurrido, y ordena la reposición de la causa al estado en que el Superior competente dicte nueva sentencia en la que se corrija el vicio aquí censurado.


Publíquese y regístrese. Bájese el expediente de conformidad con el artículo 322 del Código de Procedimiento Civil.
 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los    dieciocho  (18) días del mes de diciembre de dos mil. Años: 190° de la Independencia y 141° de la Federación.

 

El Presidente de la Sala,

 

 

_________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

El Vicepresidente y Ponente

 

 

______________________
JUAN RAFAEL PERDOMO

Conjuez,

 

 
___________________________

CÉSAR BUSTAMANTE PULIDO

 

La Secretaria,

 

 

____________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO

Exp. N° 98-593

 

 

